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PXC 2825/10

"ESQUIVEL ARIEL ISAAC P/ ESTAFA - CURUZÚ CUATIÁ"

SENTENCIA N° 50/18.En la ciudad de Mercedes, Provincia de Corrientes, República Argentina, a los cuatro días del mes de junio del año dos mil dieciocho, se reúnen en los Señores Jueces del Tribunal Oral Penal de la Tercera Circunscripción Judicial de la Provincia de Corrientes, con asiento en la Ciudad de Mercedes (Ctes.), actuando como Presidente el Dr. JORGE ALBERTO TRONCOSO, e integrado con los Dres. RAUL ADOLFO SILVERO y JUAN MANUEL IGNACIO MUSCHIETTI como Vocales, asistidos por la secretaria autorizante Dra. ROXANA MONICA RAMIREZ, al solo efecto de suscribir los fundamentos de la Sentencia dictada en la presente causa caratulada "ESQUIVEL ARIEL ISAAC P/ ESTAFA - CURUZÚ CUATIÁ” Expte. PXC 2825/10(TOP 1332/12),cuya deliberación se efectuara en sesión secreta el día veintiocho de mayo de dos mil dieciocho, causa en la que intervino el Sr. Fiscal del Tribunal Oral Penal, Dr. JUAN CARLOS ALEGRE y la Sra. Defensora Oficial, Dra. MARÍA ALICIA COLOMBI DE JAIME, y en la que se encuentra imputado el ciudadano ARIEL ISAAC ESQUIVEL, de estado civil soltero, con pareja conviviente, padre de cuatro hijos (tres de ellos menores de edad) de profesión o actividad peón rural, de nacionalidad argentina, con estudios primario completo, sabe leer y escribir, D.N.I. Nº 27.165.390, nacido en Curuzú Cuatiá (Ctes.), el día 22 de Junio de 1.979, domiciliado en Barrio 52 viviendas Casa N° 23 Manzana 1/2 de esta ciudad de Curuzú Cuatiá, Provincia de Corrientes, hijo de GABRIEL BLAS ESQUIVEL y de MARIA TERESA RAJOY, a quien se le atribuye la comisión del delito de estafa (art. 172 del Código Penal).

Practicado el pertinente sorteo resultó el siguiente orden de votación:

DR. JORGE ALBERTO TRONCOSO.

DR. RAUL ADOLFO SILVERO.
DR. JUAN MANUEL IGNACIO MUSCHIETTI. 

Seguidamente el Tribunal se planteó la siguiente CUESTION:


¿Corresponde homologar el acuerdo de reparación integral y declarar extinguida la acción penal? 


A la cuestión planteada en primer término, el Dr. JORGE ALBERTO TRONCOSO, dijo: 

-I-


Que, a fs. 88/90 el Fiscal de Instrucción requirió la elevación de la presente causa a juicio respecto del imputado Ariel Isaac Esquivel, para que sea juzgado como autor material penalmente responsable del hecho incriminado en el acápite II de dicha presentación, el cual tipificó como “Estafa” (art. 172 del Código Penal) cuyo damnificado -según la citada pieza acusatoria- era el Sr. Mario Grebe. 


Que, citadas a juicio las partes y fijada fecha de debate, el 28 de mayo ppdo. se constituyó el Tribunal a fin de comenzar el juicio y antes de la lectura del requerimiento la defensa solicito se de tratamiento -como cuestión previa- al instituto de “Reparación Integral del Perjuicio” para lo cual en audiencia oral y publica se dio intervención al supuesto damnificado, Sr. Grebe, y previa advertencia a las partes que estén atentos al desarrollo del acto e informándose a los presentes que en la audiencia se dio trámite al instituto solicitado por la defensa técnica de Esquivel, quien formulo el planteo fundando el mismo en el artículo 59 inc. 6to. del Código Penal, solicitando la extinción de la acción penal por aplicación del referido instituto. Acto seguido el imputado Esquivel manifestó su arrepentimiento y realizo el ofrecimiento reparatorio a favor del Sr. Grebe quien, previa explicación por Presidencia de los alcances del instituto, acepto voluntariamente la reparación ofrecida dándose por plenamente satisfecho con lo ofrecido, instrumentándose en ese acto el pago de la suma de pesos un mil trescientos veintinueve con treinta centavos ($ 1.329,30), dejándose debida constancia en el acta de estilo.


Corrido el traslado de ley, el Sr. Fiscal del TOP manifestó que teniendo en cuenta la fecha del hecho atribuido según acusación (29 de noviembre del año 2010), que según la misma había resultado damnificado el ciudadano Mario Grebe en la suma de $ 70, que el procesado ha admitido estar arrepentido, que advirtió de visu una situación de paz y reconciliación entre el Sr. Grebe y el imputado Esquivel, que se ha ofrecido y efectivizado el pago o reparación del daño o perjuicio, y que el Sr. Grebe manifestó que lo ofrecido “es suficiente”; teniendo presente el criterio sentado y el principio de oportunidad el representante de la vindicta publica considero que correspondía declarar la extinción de la acción penal respecto de Ariel Isacc Esquivel por el ilícito recriminado por aplicación del Art. 59, en su inc. 6 y 5 sobreseyendo de manera definitiva a Ariel Isaac Esquivel.

-II-


Ingresando al tratamiento de la cuestión sub judice es dable recordar que la ley 27.147, modificó el artículo 59 del C.P., introduciendo el inciso 6° que establece, como causal de extinción de la acción penal, la conciliación o reparación integral del perjuicio, señalando que lo será de conformidad con lo previsto en las leyes procesales correspondientes. 


Se discute en la doctrina y en la jurisprudencia reciente la naturaleza jurídica de esta nueva causal de extinción de la acción, y también si ya resulta operativa o no, sin que haya sido reconocida en la ley procesal aplicable. En este sentido, señala Daniel Pastor que el legislador procesal no tiene permitido regular instituciones materiales, como la extinción de la acción, de un modo que cancele su existencia, por lo cual la conciliación dispuesta por el nuevo inc. 6° del art. 59 del C.P. rige para extinguir la acción respecto de todo delito, hasta tanto los casos excluidos, o bien los de procedencia, sean detallados en la ley penal sustantiva. También refiere el mencionado autor, que la reforma del derecho penal efectuada por la ley 27.147, a diferencia de lo que sucede en materia de disponibilidad, privatización o suspensión de la acción, no traza una regulación paralela y repetitiva a la del nuevo C.P.P.N. al regular la conciliación junto a las nombradas, como otra causa de extinción de la punibilidad, sino que, además, en este caso incorpora una causa de extinción inédita en el código procesal nacional de 2014. En efecto, el nuevo inc. 6º del art. 59 del C.P. regula entre los supuestos de extinción de la acción penal a la reparación integral del perjuicio y lo hace de un modo procesalmente ilimitado. En este caso de cancelación de la acción y el anterior (conciliación) coincide en que, según el C.P., extinguen la acción en las condiciones dispuestas por la ley procesal (art. 59, inc. 6º). Agregando, el citado autor, que“…la reparación integral del perjuicio ya está vigente como causa de extinción de la acción penal (art. 59, inc. 6º, CP), así que es aplicable ampliamente también a los casos regidos actualmente por los códigos de 1888 y 1991, en tanto que esas normas, como leyes procesales correspondientes, no le imponen otras condiciones adicionales de procedencia. Esto es así también respecto de los casos regidos por los códigos procesales locales que, al no establecer limitaciones ulteriores, deben admitir a la reparación integral del daño, sin más, como causa de extinción de la punibilidad de todo hecho punible.” (cfr. Daniel R. Pastor, “Lineamientos del nuevo Código Procesal...”, Hammurabi, 2015, p.47/8.) {el resaltado me pertenece}


En suma, con esta incorporación la justicia restaurativa cobra un rol relevante en nuestro derecho, intentando aportar posibles soluciones al conflicto. 


La norma en cuestión resulta conteste con el criterio que, al respecto, estableció Roxin quien determino que la mejor política criminal consiste en conciliar de la mejor forma posible la prevención general, la prevención especial orientada a la integración social y la limitación de la pena en un estado de derecho. (Roxin, “La evolución de la política criminal el derecho penal y el proceso penal”, citado en “Selecciones de Derecho Procesal Penal 1”, Dir. Ramiro J. Rua, págs. 154/155, Ed. Hammurabi 2017). 


Se ha señalado en doctrina que las causas personales, de orden sustancial, que excluyen la punibilidad deben existir al tiempo del hecho ( vgrt. delitos contra la propiedad cometidos entre parientes; o impunidad de la mujer que intenta su propio aborto, entre otras); mientras que las causas penales que la cancelan son sobrevinientes, siendo las más importantes la prescripción de la pena; el indulto y el perdón del ofendido ( Zafaroni-Alagia-Slokar, Ediar, 2000, p. 855). Paralelo a ello existen los obstáculos procesales a la respuesta punitiva que establecen que la perseguibilidad del delito puede verse impedida por varias causas, entre las que se encuentran las que se ocupa el art. 59 del C.P. en varios incisos, entre ellos el nuevo inc. 6º. Y si bien la ubicación de esta problemática en el ámbito del derecho penal, llevó a considerar la acción procesal como cuestión sustancial y así lo entiende parte de la doctrina nacional (a favor: Soler; Núñez; Fontán Balestra; en contra: Vélez Mariconde; Moreno; Sentís Melendo, entre otros, cit. Por Zaffaroni – Alagia – Slockar, Derecho Penal, Parte General, Ediar, 2000, p. 855) lo cierto es que su configuración fáctica concreta, deben ser analizadas judicialmente a través del procedimiento aplicable, por lo que están destinadas normativamente al juez, y no al imputado o a la víctima y en ese punto queda más que claro el aspecto procesal que conllevan. En base a lo dicho en última instancia, es posible señalar que las causas de extinción de la acción penal contempladas, en forma general, en el art. 59 del C.P., si bien tienen alcance interjurisdiccional por su consagración normativa en el código de fondo, deben, no obstante, ser necesariamente establecidas por el juez natural, a partir del procedimiento penal aplicable en cada circunscripción de que se trata, y es a eso, precisamente a lo que se refiere la remisión efectuada por el inciso 6º a la las leyes de rito, no porque dependa de que ellas las reconozcan para que resulten aplicables, sino porque, su instrumentación práctica, debe hacerse, obviamente con posterioridad al hecho, siguiendo una técnica práctica que debe respetar el mínimo de formalidad que importe, ora una conciliación ora una reparación del daño. 


La causal obstativa de la perseguibilidad que planteó la defensa por reparación integral del perjuicio tiene el fundamento sustancial que le otorga su reconocimiento en el código de fondo, tal como se dijo, y se dio por un acuerdo o conducta posterior de las partes materializada ante los ojos del Tribunal y traída a consideración, como tal debe ser considerada en este proceso a partir de lo actuado y manifestado por los interesados en el hecho objeto de este proceso en la audiencia celebrada al efecto -imputado y damnificado-, lo peticionado por la defensa y lo dictaminado por el representante de la Vindicta Pública. 


La reparación integral consiste en el cumplimiento unilateral por parte del imputado de las prestaciones relativas a la obligación de resarcir satisfactoriamente todas las consecuencias producidas de modo indebido por el hecho ilícito que se le atribuye. La conciliación tiene la misma finalidad pero resulta de un acuerdo entre las partes. Los dos institutos determinan, por igual, la exclusión de la punibilidad.La extinción de la acción por “conciliación”, está regulada, con la conjunción “o”, como una causal diferente a la “reparación integral”, en el primer supuesto dependería de un acuerdo a futuro entre el imputado y la víctima, que también debería alegarse e instrumentarse, y en el segundo de los casos -tal el sub judice- se trata ya de un acuerdo instrumental, reparador, libremente aceptado por quien resulta “el damnificado” según la acusación. 

La reparación integral (al igual que la conciliación) tiene reservada una norma específica en el artículo 33 del Código Procesal para la provincia de Corrientes del año 2016, que posee media sanción por parte de la Cámara de Diputados, en “vacatio legis”, en actual tratamiento en  sesiones ordinarias del Senado provincial, allí se prevee justamente la posibilidad de aplicar este instituto en los delitos con contenido patrimonial cometidos sin violencia sobre las personas (tal el sub lite).También en dicho proyecto de digesto procesal se contempla en el art. 12 el “derecho a la víctima” a participar en el proceso y a que sean escuchados sus reclamos inmediatamente. 


En el subjudice, se solicito la extinción de la acción por haberse producido la “reparación integral del perjuicio”, del hecho causado por el imputado en favor de quien resultara damnificado. En el proyecto de código procesal citado el derecho a una reparación integral o conciliación a partir del hecho ilícito previsto en la norma penal, no tiene una regulación específica sino que está contenido en forma genérica en el principio de “solución de conflicto” del art. 22.


Zaffaroni señala, con relación a la causal obstativa por prescripción regulada en el art. 3º del mismo artículo 59 que también está destinada a ser aplicada por los jueces, que “es un instituto de naturaleza predominantemente procesal, en el que la ley se dirige al juez para indicarle que cualquier medida con la que tienda a hacer efectiva la punibilidad será nula” (Zaffaroni, “Tratado”, Ediar, 1983, Tomo V, p. 27). Lo mismo cabe señalar con relación a la causal de extinción por conciliación. Es por ello que debe afirmarse, que, dado los términos en que el artículo 59, inc. 6º, estableció la causal obstativa del progreso de la acción, no se encuentra regulada ninguna limitación sustancial a su ejercicio, solo dependiendo su otorgamiento judicial de la prueba rendida y de su verificación en el juicio. De esa manera, y hasta tanto se sancione y ponga en vigencia efectiva el nuevo Código Procesal provincial, por mandato del Código Penal, reformado por la ley 27.147, debe igualmente reconocerse operatividad plena a la nueva causal obstativa de la persecución penal, contenida en el inciso 6° del artículo 59, que resulta plenamente aplicable, y debe ser reconocido en juicio, cualquiera que sea la norma procesal que, a la sazón, se encuentre en vigencia. 



En tal sentido, no podemos dejar de advertir que la Suspensión del Proceso a Prueba, establecido en el Título XII del CP (agregado por Ley 24.316), y su consecuente “extinción de la acción” por cumplimiento (art. 59 inc.7del C.P.) tampoco ha recibido en nuestra provincia amparo normativo procesal y sin embargo nadie cuestiona el pretoriano y zigzagueante procedimiento establecido para llevarlo adelante y volver operativa la norma de fondo. 


Es entonces conveniente dejar claramente expresado que la causal de extinción de la acción penal por conciliación o reparación integral del perjuicio (art. 59 inc. 6 C.P.) se halla vigente para todos los habitantes del país desde que fuera incluida en el Código Penal (atribución exclusiva del Congreso de la Nación cfr. art. 75 inc. 12 C.N.),pues arribar a un razonamiento contrario implicaría -lisa y llanamente- violar el derecho constitucional de igualdad ante la ley al privar de beneficios ante la ley penal a habitantes de provincias que padecen de la procrastinación de sus legisladores, que han colocado al código adjetivo fuera de los estándares convencionales incorporados a la Constitución Nacional, tal lo hemos sostenido en la causa “Miranda” (Sentencia N° 88/17), al declarar la extinción de la acción penal por conciliación, y en la causa “Alvarez” (Res. N°318/17) al declarar la inconstitucionalidad del párrafo 2do. y 3ro. delart. 292 del C.P.P.


Sin duda estamos ante un caso análogo a los resueltos por la CSJN en aquellos precedentes donde, en algunos de ellos, el estado provincial dilataba los plazos para que los habitantes de la provincia no pudieran ejercer el derecho que les confería de determinada forma el código civil. Cabe recordar que la CSJN, en el caso “Verbitsky” (Fallos 328:1146), sostuvo que “… tanto en materia procesal penal como de ejecución penal se plantea la cuestión de la competencia legislativa. Si bien no cabe duda de que los códigos procesales son materia de legislación provincial en función de la cláusula residual, la existencia de disposiciones procesales en el Código Penal y la facultad del Congreso Nacional para dictar las leyes que requiera el establecimiento del juicio por jurados, parecen indicar que el Estado Federal ejerce cierto grado de legislación y orientación en materia procesal, con el fin de lograr un mínimo equilibrio legislativo que garantice un estándar de igualdad ante la ley” (consid. 55 del voto de los jueces Petracchi, Maqueda, Highton de Nolasco, Zaffaroni y Lorenzetti).


Para poder determinar el alcance del término “conciliación” debemos considerar que, de acuerdo al nuevo Código Civil, art. 1740 (que en ese aspecto reemplazó el marco normativo del anterior art. 1083 Código Civil reformado en 2014) el concepto normativo aplicable a lo que estamos analizando es la de “reparación plena”, que es la que surge del daño, y consiste en la restitución del damnificado al estado anterior al hecho dañoso, sea por el pago en dinero o en especie; pudiendo optar la víctima por el reintegro específico, excepto que sea parcial o totalmente imposible, excesivamente oneroso o abusivo, en cuyo caso se debe fijar en dinero. Para que esta norma sea realizable, dentro o fuera del proceso penal, pero con incidencia en la acción penal, sin menoscabo de los derechos de cada una de las partes del conflicto derivado por el daño, patrimonialmente cuantificable, la determinación de esta reparación plena, debe respetar el derecho a ser oído en forma amplia, no sólo en lo que hace a la mensuración del daño, sino también a la formulación, lisa y llana, de la pretensión resarcitoria surgida del evento dañoso de que se trata el proceso penal, para poder así predicar de la prestación recibida por la víctima, de que se trató de una verdadera “reparación integral” obstativa al ejercicio de la acción penal, y por ende, susceptible de ser declarada de oficio, y que no depende ni de un principio de oportunidad del ministerio público, ni de un consentimiento de él, en tanto se remite a la pretensión del damnificado en el hecho. 



En el caso sub judice  el juez tiene por obligación, no sustituir a las partes ni oficiar como conciliador en el conflicto, sino verificar que el acuerdo arribado entre aquellas no ha sido hecho en un marco de sometimiento o dominación de una parte por sobre la otra. Tenemos en consideración lo mencionado en el párrafo precedente en atención a que la inmediación permitió de visu y de auditu constatar, tanto al Tribunal como a la Fiscalía, que el acuerdo reparatorio se realizó libremente, que el mismo satisfizo íntegramente las pretensiones del damnificado y que se cumplió, a lo que agrego el sincero arrepentimiento del imputado Esquivel.


El Sr. Fiscal ante este Tribunal de Juicio, después de realizar un meduloso análisis de la cuestión, ya mencionado ut supra y obrante en el acta de la audiencia, estimó procedente la extinción por la reparación y por aplicación del principio de oportunidad (art. 59 inc. 5 y 6 CP). 


Sin perjuicio de que en esta oportunidad contamos con el Dictamen Fiscal favorable, como lo hemos sostenido en la Sentencia 88/2017, la causal no depende de una consagración procesal determinada sino que tiene un origen sustancial, es operativa y debe ser declarada por el juez que la constate en el proceso ante la sola alegación de la defensa, sin que dependa del consentimiento fiscal, ni de instrucciones generales o particulares del ministerio público, dado que no se trata de un principio de oportunidad reglado. 


No esta demás señalar que prestigiosos tribunales, también sin norma adjetiva (vigente) que contemple en supuesto del inciso 6to.del art. 59 del C.P., han prestado homologación a acuerdos reparatorios declarando extinguida la acción penal. En tal sentido me permito citar el TOC 7 de la CABA, en la causa “Fernández, Juan Pablo” que determinó la procedencia de la reparación integral, declaró la extinción de la acción penal y sobreseyó́ al imputado (Causa No 635/2014); En  el mismo sentido El TOC 1 de la CABA decidió́ el caso “González, Carlos Jonathan” sosteniendo que: “...dado los términos en que el artículo 59, inc. 6o, estableció́ la causal obstativa del progreso de la acción, no se encuentra regulada ninguna limitación sustancial a su ejercicio, solo dependiendo su otorgamiento judicial de la prueba rendida y de su verificación en el juicio.” (Causa No 41.258/2012. Resolución del 30 de noviembre de 2015.); También la Cámara Nacional de Casación en lo Criminal y Correccional se pronunció́ acerca de la procedencia de la reparación in re “Cuevas Contreras, Obed” (Causa No 19.151/2015. Reg. No 1150/2015.); y la Cámara Federal de Casación Penal hizo lo propio en la causa “Villalobos, Gabriela Paola” en la resolvió HOMOLOGAR la reparación integral ofrecida y el consecuente acuerdo arribado entre los imputados con el damnificado del hecho y DECLARAR EXTINGUIDA LA ACCIÓN PENAL y en consecuencia SOBRESEER a los encausados. (Cam Fed Cas Penal, sala 4, Registro N° 1119/17 causa CCC25020/2015/TO1/CFC1, rta. 29/08/2017) 

Como colofón solo me resta agregar que, con frecuencia vemos que el sistema penal es fuertemente selectivo, que no soluciona los conflictos sino que suele agregar más dolor a la situación que aborda, que expropia los conflictos de las partes y que los gestiona de acuerdo a intereses ajenos a ellas, y que aquella selectividad con la que opera es irracional en tanto se ocupa de las afectaciones menos graves y desatiende las mayores afectaciones de bienes jurídicos. En tal sentido, la línea hermenéutica desarrollada en este fallo, es compatible con las directrices emanadas de la CSJN en referencia al principio de legalidad, que exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como la última “ratio” del ordenamiento jurídico y con el principio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal, evitando realizar una exégesis irrazonable de la norma negando un derecho que la propia ley reconoce. (CSJN Fallos 331:858). 


Por todo lo expuesto, en consonancia con la antigua y vigente doctrina de la Corte que estableció que “…donde hay un derecho hay un remedio legal para hacerlo valer.” (Fallos: 239:459, 241:291 y 315:1492),entiendo que corresponde HOMOLOGAR EL ACUERDO DE REPARACION INTEGRAL YDECLARAR EXTINGUIDA LA ACCIÓN PENAL, debiendo sobreseerse definitivamente al encausado ARIEL ISAAC ESQUIVEL, del delito de estafa por el que fuera acusado, sin costas (arts. 59 inc.6, 172 del CP y 334, 336 inc.4 y 574 del CPP). 


ASI VOTO.

A la misma cuestión los Dres. Raúl Adolfo Silvero y Juan Manuel Ignacio Muschietti, dijeron: Que comparten y adhieren a los fundamentos esgrimidos por su par preopinante. Así Votan.

Por el resultado unánime de votos que anteceden, el Tribunal Oral Penal de la Tercera Circunscripción Judicial con asiento en la Ciudad de Mercedes Corrientes,,,

RESUELVE:
                   I) HOMOLOGAR el acuerdo de reparación integral formalizado en esta audiencia entre el imputado ARIEL ISAAC ESQUIVEL, D.N.I. N° 27.165.390 y el denunciante de autos MARIO GREBE, D.N.I. N° 5.697.186 (art. 59 inc. 6 del C.P.).  

                   II) DECLARAR EXTINGUIDA la acción penal en esta causa y SOBRESEER DEFINITIVAMENTE a ARIEL ISAAC ESQUIVEL, D.N.I. N° 27.165.390, cuyos demás datos obran en la causa en orden al delito de Estafa por el que fuera requerido (Art. 172 del C.P.A) por reparación integral del perjuicio, sin costas. (Art. 59 inc. 6 del C.P.A, 334, 336 inc. 4°  y 574 del C.P.P. 

                    III) Disponer el CESE de la REBELDIA ordenándose LA INMEDIATA LIBERTAD de ARIEL ISAAC ESQUIVEL en orden a lo resuelto, efectivizándose en este acto.

                    IV)  Disponer la entrega de los elementos secuestrados en la causa: la suma de $ 329.30; una (1) tarjeta con el nombre de Yamila Paola Mus, tres (3) chips de la empresa Personal; un (1) celular marca SAMSUNG, una (1) batería de celular; dos (2) llaves y un (1) llavero con la letra “J”, a favor de ARIEL ISAAC ESQUIVEL, dejándose constancia en autos.


       VI) Regístrese, agréguese, ofíciese, y ejecutoriada que sea, comuníquese  al Juzgado de Instrucción de origen, Registro Nacional de Reincidencia, a la Jefatura de Policía de la Provincia, y  oportunamente  archívese.
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